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SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 2 de agosto de 2016. 

El Sr. Henry Soriano compareció ante nosotros por derecho 

propio para pedirnos revocar una Sentencia en Rebeldía dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina (foro 

primario), mediante la cual se acogió la demanda de cobro de dinero 

en su contra al amparo de la Regla 60 de Procedimiento Criminal (32 

LPRA Ap. V, R. 60). 

I. 

 El 29 de junio de 2015, Operating Partners Co. LLC. (OPC), 

actuando como agente gestor de Midland Funding LLC (Midland), 

presentó una demanda de cobro de dinero en contra de Henry Soriano 

(demandante, apelante, o Soriano), bajo el procedimiento sumario de 

la Regla 60 de Procedimiento Civil, supra. Según expuesto en la 

demanda, se trataba de una deuda vencida, líquida y exigible. 

El 13 de julio de 2015, el foro primario notificó y citó al 

demandado para la vista de Regla 60 a celebrarse el 10 de agosto del 

mismo año, apercibiéndole de que, de no comparecer, se dictaría 
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sentencia en su contra. De la Minuta de la referida vista surge lo 

siguiente: 1) los demandantes comparecieron mediante representación 

legal, mientras que Soriano compareció por derecho propio; 2) la 

representación legal de los demandantes informó que dialogó con la 

parte demandada, y luego requirió un nuevo señalamiento; y 3) el foro 

primario señaló la nueva vista para el 14 de septiembre de 2015, y 

citó al demandado en corte abierta. 

De la Minuta de la vista del 14 de septiembre de 2015 surge que 

los demandantes comparecieron mediante representación legal, 

mientras que Soriano no compareció ni excusó su 

incomparecencia. El foro primario hizo constar que el demandado 

había quedado citado en corte abierta y concluyó lo siguiente: “[t]oda 

vez que la parte demandada fue debidamente citada y no compareció 

a la vista de hoy, el Tribunal asumió jurisdicción y se le anotó 

rebeldía”. Acto seguido, el asunto se dio por sometido conforme a la 

prueba presentada. 

El 23 de septiembre de 2015, el foro primario dictó Sentencia 

en Rebeldía, la cual se notificó el 9 de octubre del mismo año1. 

Mediante dicha Sentencia en Rebeldía se acogió la demanda y se 

condenó a Soriano al pago de la deuda, según alegado por OPC. El 

demandado no pidió reconsideración de esta Sentencia en 

Rebeldía ni acudió en apelación dentro del término para ello. 

El 4 de febrero de 2016, los demandantes presentaron una 

Moción urgente de sustitución de parte. Informaron que OPC no 

continuaría con las gestiones de cobro posteriores a la sentencia, sino 

que lo haría Midland Credit Management Puerto Rico, LLC (Midland 

Credit). 

No fue hasta el 18 de febrero de 2016, que Soriano presentó 

una solicitud de reconsideración y desestimación al amparo de la 

Regla 49.2 de Procedimiento Civil, infra, donde pidió que se dejara sin 

                                                 
1 La notificación se realizó a la dirección física de las partes. 
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efecto su anotación de rebeldía por entender que constituían justa 

causa los argumentos por los cuales solicitaba el relevo de sentencia. 

Sus alegaciones, en esencia, se resumen de la siguiente manera: 1) la 

deuda de la tarjeta de crédito estaba prescrita; 2) el demandante se 

enteró de la acción en su contra por la citación del Tribunal, y no por 

notificación alguna de OPC, compañía que presuntamente no cuenta 

con licencia como agencia de cobro; 3) OPC incurrió en prácticas 

abusivas, desleales y engañosas, por cobrarle una suma 

supuestamente mayor a la adeudada, y sin constancia de la 

existencia de dicha deuda; 4) OPC no contaba con una licencia para 

realizar gestiones de cobro en Puerto Rico; 5) la acción en su contra le 

había ocasionado angustias mentales y debía compensársele por 

daños y perjuicios causados. 

El 15 de marzo de 2016, los demandantes se opusieron a la 

solicitud de relevo de sentencia. Alegaron que, para la fecha en que 

OPC realizó gestiones de cobro a nombre de Midland, estaba 

autorizada en ley para esos fines y adjuntaron la licencia que así lo 

demostraba. Además, explicaron por qué entendían que Soriano no 

tenía razón en sus otras alegaciones. También para la misma fecha 

presentaron una moción de sustitución de parte y de ejecución de 

sentencia. 

El 13 de abril de 2016, notificado el 15 del mismo mes y año, el 

foro primario acogió la solicitud hecha por los demandantes y denegó 

la del demandado2. Inconforme, Soriano acudió ante nosotros 

mediante recurso de apelación e imputó los siguientes tres errores: 

1) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

determinar que el aviso de cobro hecho y dirigido al 

deudor cumplía con los requisitos en ley. 

 

                                                 
2 El 6 de marzo de 2016, Soriano presentó una segunda solicitud de relevo de 

sentencia. El 15 de abril de 2016, notificado el 18 del mismo mes y año, el foro 
primario contestó: “Recibido en despacho el 15 de abril de 2016. Véase Orden del 13 

de abril de 2016”. 
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2) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

admitir en evidencia cinco documentos propuestos por 

el demandante–apelado. 

 

3) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
merecer credibilidad y admitir el testimonio de Víctor 

Manuel Negrón y encontrar que hay suficiente 
evidencia para dictar sentencia contra el demandado–
apelante. 

 

 Los apelados presentaron su alegato en oposición. Con la 

comparecencia de las dos partes, y luego de revisar el expediente del 

caso, pasamos a exponer por qué carecemos de jurisdicción para 

atender el presente recurso.  

II. 
 

A. 

 
La rebeldía es una posición procesal en que se coloca la parte 

que ha dejado de ejercitar su derecho a defenderse o de cumplir con 

su deber procesal. Bco. Popular v. Andino Solís, 192 DPR 172, 179 

(2015); Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 587-

588 (2011). Ésta procede, entre otros, cuando una parte compareció 

en algún momento del proceso y luego dejó de hacerlo. En ese 

escenario, procederá la anotación de rebeldía si de la comparecencia 

no surge la intención de la parte de defenderse. Bco. Popular v. Andino 

Solís, supra, pág. 180. Se entenderá como comparecencia “cualquier 

actuación de parte de un demandado, excepto para atacar la 

jurisdicción sobre su persona, que reconozca el caso en la corte 

constituirá una comparecencia general”. (Citas omitidas). Íd. 

La anotación de rebeldía puede tener un gran impacto dentro 

del proceso, pues al amparo de la Regla 45.1 de Procedimiento Civil 

(32 LPRA Ap. V., R. 45.1) una vez hecha dicha anotación, la misma 

pudiera tener el efecto de que “se den por admitidas las aseveraciones 

de las alegaciones afirmativas”. No obstante, los foros de instancia 

tienen facultad para dejar sin efecto una anotación de rebeldía. Sobre 

el particular, la Regla 45.3 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V., R. 
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45.1) establece dos formas en que un tribunal pudiera dejar sin efecto 

dicha anotación; esto es, por causa justificada, y al amparo de la 

Regla 49.2 del antedicho cuerpo legal, relativa al relevo de sentencia. 

En lo que respecta a la causa justificada, se ha interpretado que 

cualquier duda debe resolverse a favor de que se deje sin efecto la 

anotación o la sentencia dictada en rebeldía. Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, supra, págs. 591-592. Sin embargo, una vez la parte 

decide alegar circunstancias acreditativas de justa causa tendrá que 

probar que tiene una buena defensa en sus méritos y que el grado de 

perjuicio que se puede ocasionar a la otra parte con relación al 

proceso es razonablemente mínimo. Rivera Figueroa v. Joe's European 

Shop, supra, a la pág. 593. 

Respecto a la segunda forma en que pudiera dejarse sin efecto 

una anotación de rebeldía, compete hacer referencia a las 

disposiciones de la Regla 49.2 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V., 

R. 49.2). Esta permite que “bajo aquellas condiciones que sean 

justas”, se releve a una parte de una sentencia, orden o 

procedimiento. Las causas que, según dispuesto en la referida Regla, 

justifican la concesión de dicho remedio son las siguientes: 

(a) error, inadvertencia, sorpresa o negligencia excusable; 
 

(b) descubrimiento de evidencia esencial que, a pesar de 
una debida diligencia, no pudo haber sido descubierta a 
tiempo para solicitar un nuevo juicio de acuerdo con la 

Regla 48; 
 

(c) fraude (incluso el que hasta ahora se ha denominado 
“intrínseco” y el también llamado “extrínseco”), falsa 
representación u otra conducta impropia de una parte 

adversa; 
 

(d) nulidad de la sentencia; 
 
(e) la sentencia ha sido satisfecha, renunciada o se ha 

cumplido con ella, o la sentencia anterior en que se 
fundaba ha sido revocada o de otro modo dejada sin 
efecto, o no sería equitativo que la sentencia continúe en 

vigor; o 
 

(f) cualquier otra razón que justifique la concesión de un 
remedio contra los efectos de una sentencia. 
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Ahora bien, para que proceda una moción de relevo de 

sentencia, es preciso que se fundamente la solicitud en al menos uno 

de los criterios establecidos en la Regla 49.2, supra; Reyes v. E.L.A. et 

al., 155 DPR 799, 809 (2001). Además, es norma conocida en nuestro 

ordenamiento jurídico que en una moción de relevo de sentencia no 

procede levantar cuestiones sustantivas que debían alegarse como 

defensas afirmativas antes de que dictara la sentencia. Ríos v. 

Industrial Optic, 155 DPR 1, 15 (2001). 

No puede perderse de perspectiva que la moción de relevo de 

sentencia “no es una llave maestra para reabrir a capricho el pleito 

ya adjudicado y echar a un lado la sentencia correctamente 

dictada”. Reyes v. E.L.A. et al., supra. (Énfasis suplido). Tampoco 

puede utilizarse para sustituir la presentación de un recurso de 

revisión o de reconsideración. Piazza v. Isla del Río, Inc., 158 DPR 

440, 449 (2003). 

III. 

 El apelante acudió ante nosotros para pedirnos revocar la 

Sentencia en Rebeldía dictada por el foro recurrido, por considerar 

que procedía acoger su solicitud de relevo de sentencia. Luego de 

analizar el expediente ante nuestra consideración, nos encontramos 

sin jurisdicción para atender su solicitud. Veamos por qué. 

 Ante el Tribunal de Primera Instancia, Soriano pidió 

reconsideración y relevo de la Sentencia en Rebeldía dictada en su 

contra al amparo de la Regla 49.2, supra. Sin embargo, no 

fundamentó su solicitud, obviando que, según lo exige la misma Regla 

y su jurisprudencia interpretativa, una solicitud de este tipo sólo 

procederá bajo ciertas circunstancias, y no se permitirá que se use 

como artilugio para plantear defensas que no se presentaron cuando 

hubo la oportunidad para hacerlo, o para pedir revisión fuera de 

término. Ríos v. Industrial Optic, supra; Piazza v. Isla del Río, Inc., 

supra. 
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En su solicitud de relevo de sentencia, Soriano alegó fraude 

bajo los siguientes dos fundamentos: 1) que alegadamente OP 

incumplió con el requisito de enviarle un requerimiento de pago, y 2) 

que dicha compañía no tiene potestad ni está autorizada a hacer 

gestiones de cobro en Puerto Rico. Del expediente del caso surge con 

claridad que ambos planteamientos resultan totalmente inmeritorios, 

y no constituyen otra cosa que una fachada para justificar la 

presentación de un recurso de revisión totalmente a destiempo3. 

De haber entendido el apelante que la reclamación en cobro de 

dinero era improcedente pudo haberlo alegado en el momento en que 

compareció, o en el segundo señalamiento que se hizo del caso, al 

cual ni siquiera asistió. También pudo pedir reconsideración o apelar 

la Sentencia en Rebeldía oportunamente, cosas que no hizo. No es 

hasta más de cuatro meses después de haberse dictado y notificado la 

sentencia en cuestión, que radicó un escrito para presentar defensas 

y planteamientos fuera de término. Es por ello que el Tribunal de 

Primera Instancia no tenía jurisdicción para atender el requerimiento, 

de la misma manera en que nosotros carecemos de potestad para 

acoger el presente recurso de apelación. 

Como el foro primario actuó sin jurisdicción, su dictamen 

resultó inoficioso. Es decir, que la Resolución en cuestión no tuvo el 

efecto de reactivar el término para venir en apelación, por lo que el 

presente recurso fue presentado a destiempo. 

  

                                                 
3
 Del expediente de este caso surge que Soriano compareció al proceso y se 

sometió a la jurisdicción del Tribunal (no alegó falta de jurisdicción sobre su 
persona). Aun si tuviera razón en cuanto a no se le notificó requerimiento de pago 

alguno, el requisito exigido en este tipo de procedimientos no es un asunto de 

jurisdicción sobre la materia, sino sobre la persona, por lo que el presunto error 

quedó subsanado cuando el Tribunal adquirió jurisdicción sobre su persona. Véase 
Domínguez Rivera v. Tribunal Superior de PR, 103 DPR 117, 119-120 (1974). De otro 

lado, surge que, a lo largo del proceso y hasta cuando la sentencia advino final y 
firme, Operating Partners tenía una licencia válida, aun cuando a la fecha que 

Soriano presentó su solicitud ésta ya había vencido. 
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IV. 

Por lo antes señalado, se desestima el presente recurso de 

apelación por haberse presentado fuera de término y carecer de 

jurisdicción para acogerlo. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Mildred I. Rodríguez Rivera 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones Interina 


